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INTRODUCCIÓN 
 
Uno de los más grandes problemas que afronta la política criminal de nuestro país 
y en general la mayoría de los Estados es la llamada “crisis del sistema 
penitenciario”, pues es innegable que una gran cantidad de personas que han 
cumplido penas privativas de la libertad vuelven a insistir en la ejecución de 
conductas consideradas como punibles por el Sistema Penal, lo que incide 
directamente en el aumento en los índices de criminalidad e inseguridad dentro del 
territorio colombiano, por otra parte estos altos índices de criminalidad repercuten 
negativamente en la actividad judicial, pues congestionan los despachos de 
fiscales y jueces, esto evidencia que las funciones de la pena previstas por el 
Legislador en el Artículo 4° del Código Penal, no son más que mera retórica, pues 
la prevención especial entendida como el evitar que aquel que ya haya cometido 
un acto ilícito vuelva a tener tal actitud en el futuro, no se está cumpliendo, mucho 
menos se puede sostener que la reinserción social se esté materializando, pues 
los internos no miran los programas de formación que se brindan en los centros 
penitenciarios como oportunidades cambio, sino como una forma de disminuir el 
tiempo reclusión; el fracaso de las Políticas Criminales no solo afecta a nuestra 
nación, sino que es un problema global, pues ningún país puede afirmar que este 
tipo de políticas han sido exitosas. 
 
OBJETIVO GENERAL 
 
Examinar las funciones de la pena privativa de la libertad enunciada en el artículo 
4 inciso 2° del código penal colombiano 
 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
1. Evaluar las funciones de la pena y establecer las condiciones de las cárceles y 
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centros penitenciarios. 
2. Analizar la crisis en el sistema penitenciario y las políticas del gobierno 
colombiano. 
 
3. Examinar los principios que rigen el sistema penitenciario y la resocialización. 
 
4. Evaluar los programas de educación, capacitación y ocupación laboral. 
 
5. Detallar los organismos encargados del sistema penitenciario y carcelario en 
Colombia. 
 
6. Analizar los reglamentos existentes. 
 
7. Evaluar lo establecido en el plan de desarrollo y las alternativas de tipo penal.  
 
El tipo de investigación que se utilizó fue descriptivo, causal 
 
Es un estudio que utiliza el método de investigación de análisis y síntesis. 
 
La limitación principal encontrada para la realización del presente trabajo de 
investigación fue la información dispersa en lo concerniente al tema lo cual no 
permite contar con criterios unificados. 
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1. DEFINICIÓN DE PENA  
 
Es la limitación de los derechos personales de un individuo impuesta por el Estado 
en virtud de la potestad de Administrar Justicia que le asiste, limitación que se 
deriva de la declaratoria de responsabilidad de la afectación o lesión de un bien 
jurídico tutelado. 
 
El diccionario de la Real Academia Española la define como: “castigo impuesto 
conforme a la Ley por los Jueces o Tribunales a los responsables de un delito o 
una falta”1. 
 
Francisco Carrara2, dice que la pena tiene tres definiciones: “en sentido general, la 
pena expresa cualquier dolor o cualquier mal que causa dolor; en sentido especial, 
la pena designa un mal que implica el sufrimiento por un hecho cometido con dolo 
o imprudencia; en sentido especialísimo, expresa el mal impuesto al reo por la 
autoridad como consecuencia de un delito”. 
 
Alfonso Reyes Echandía3 considera que la pena se puede definir como la 
“supresión o coartación de un derecho personal que el Estado impone por medio 
de su rama jurisdiccional a sujeto imputable que ha sido declarado responsable de 
hecho punible”. 
 
 
 
 
 
 
                                                          
1
 DICCIONARIO de la Lengua Española. Real Academia Española. Editorial Espasa, 2001. p. 1719  
2
 DICCIONARIO Enciclopédico de derecho usual. 21 ed. Editorial Heliasta, 1989. 2 T, p. 182. 
3
 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Derecho penal. Bogotá: Editorial Temis, 1996. p. 245.  
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2. FUNCIÓN DE LA PENA 
 
Las Funciones de la pena no han sido concebidas de igual forma lo largo de la 
historia en los distintos modelos de Estado, pues han pasado de ser castigos a las 
faltas cometidas, concepción del Estado Absolutista, a cumplir funciones de 
“prevención general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y 
protección al condenado”4 en la concepción del Estado Social de Derecho.  
 
En los inicios de la sociedad la primera función de la pena consistió en satisfacer 
la sed de venganza de las personas lesionadas, sin medir sus resultados, porque 
en ese momento no existía un orden jurídico ni una organización social. Por esta 
razón, los sujetos afectados poseían el poder de castigar directamente a sus 
agresores en su integridad personal; Enrico Ferri, en su libro “Principios del 
Derecho Criminal”, expresa que “en este período la pena no solo consistió en una 
simple venganza privada, sino que tuvo el carácter de venganza defensiva”5. 
 
Posteriormente con el domino de la religión en las actividades de la sociedad, el 
concepto de delito fue confundido con el de pecado, lo cual se consideraba como 
una ofensa a lo sacro, dándole a la pena una función de expiación. 
 
Superado el predominio de la religión, el delito pasó a ser considerado una 
transgresión cometida en contra  del Estado, hacia la sociedad. En consecuencia, 
la pena se transformo en una venganza pública, realizada por parte del  poder 
Estatal en defensa del interés social, a consecuencia de esta concepción la pena 
empezó a ser más proporcionada respecto al delito, sin dejar de ser un castigo 
cruel. 
 
                                                          
4
 Articulo 4 C. P. 
5
 FERRI, Enrico. Principios de derecho criminal. Traducción José A. Rodríguez M. Madrid: Editorial 
Reus, 1933. p. 15.  
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Con el avance de la sociedad, la pena alcanzó a cumplir una función de corrección 
de las conductas delictivas y de ajuste del delincuente a la sociedad, desde ese 
momento la pena llego a ser una medida de prevención y de resocialización.  
 
2.1 TEORÍAS DE LA PENA6  
 
La reacción estatal a la comisión de un delito es imponer al responsable una pena, 
sin embargo la pena no ha sido concebida de igual forma a lo largo de la historia, 
la discusión de la función de la pena ha tenido tres posturas o teorías de la misma. 
 
La Teoría Absoluta de la pena afirma que esta cumple una función retributiva, 
sosteniendo que si un sujeto comete un mal, a ese sujeto de le debe imponer un 
mal proporcional.  
 
La Teoría Relativa de la pena dirige su posición a la función preventiva de la pena 
de ella se derivan dos teorías: 
 
 La Teoría De La Prevención Especial, la cual sostiene que la pena se debe 
imponer para que el sujeto que cometió un delito no vuelva a cometer el delito en 
el futuro, 
 
 La Teoría De La Prevención General, que a diferencia de la teoría anterior 
expone que la pena es necesaria en la medida en la que sirva de ejemplo al 
conglomerado social para que no cometa la acción del sujeto que fue condenado. 
 
La discusión de cuál debe ser la función de la pena ha llevado a que en la 
actualidad se hable de teorías mixtas o de unión que fusionan elementos de las 
anteriores teorías, concepción aceptada mayoritariamente. 
 
                                                          
6
 DAL BELLO, Paola E, Teorías de la pena  
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3. FUNCIÓN DE LA PENA EN COLOMBIA 
 
El Código Penal Colombiano, establece las funciones de la pena de la siguiente 
manera: “Artículo 4. Funciones de la pena. La pena cumplirá las funciones de 
prevención general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y 
protección al condenado. La prevención especial y la reinserción social operan en 
el momento de la ejecución de la pena de prisión”.  
 
El Código Penitenciario y Carcelario, Ley 65 de 1993, señala las funciones de la 
pena en el Artículo 9: “Funciones y finalidades de la pena y la medida de 
seguridad. “La pena tiene función protectora y preventiva, pero su fin fundamental 
es la resocialización (…)”. 
 
De lo anterior se puede inferir que la pena en Colombia no va dirigida únicamente 
a la reparación del daño causado, sino también a la prevención de su ocurrencia, 
a la protección del condenado, que por ende generará en protección a la sociedad, 
y a la resocialización del condenado, para que pueda volver a pertenecer al 
colectivo social.   
 
Cada una de las funciones mencionadas, tiene su propia definición:  
 
 Retribución: respuesta de la sociedad en respuesta a la agresión realizada y se 
manifiesta en el “pago” que debe hacer el agresor a ésta por el daño causado.   
 
 Prevención general: persigue evitar que los miembros de la sociedad que se 
encuentran en libertad y que aún observan las reglas legalmente admitidas 
ejecuten actos delictivos. 
 
 Prevención especial: va dirigida específicamente a los que han cometido algún 
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acto delictivo, con el fin de que no reincidan en la comisión de acciones punibles.   
4. CÁRCELES Y CENTROS PENITENCIARIOS 
 
CÁRCELES: Son sitios destinados para la detención, con carácter preventivo, de 
las personas a quienes se les acusa de haber cometido un delito y que se hallan 
en proceso de juzgamiento. Estos sitios de detención han existido desde épocas 
antiguas.   
 
CENTROS PENITENCIARIOS: Son los sitos donde se recluyen a los individuos 
que fueron hallados culpables y que fueron sentenciados a pena privativa de la 
libertad y que cuya función primordial es resocializar a estos individuos para que al 
cumplir su condena puedan acoplarse a la sociedad. A diferencia de las cárceles, 
estos lugares de reclusión surgieron gracias a Beccaria, debido al repudio que 
sentía por la aplicación de la pena de muerte. Fue él quien le dio a estos 
establecimientos el carácter resocializador por medio del trabajo, la educación y la 
disciplina7.  
 
4.1 EVOLUCIÓN 
 
En las prisiones medievales la permanencia del sujeto juzgado durante el proceso 
era prácticamente intolerable, por las condiciones infrahumanas a las que se 
estaba sometido dentro de la prisión. Es así como la unión entre el palacio Ducal 
de Venecia y una de esas cárceles cercanas fue llamada "El puente de los 
suspiros" porque a través de sus ventanas el culpado miraba, quizás por última 
vez, la ciudad e incluso la luz del sol. Luego llegaría el veredicto y la pena, 
normalmente la pena de muerte o cualquier otra que comportaba el castigo 
corporal. Hasta en un imperio distante geográficamente y culturalmente de 
occidente, como es el imperio de  los Incas, el encarcelamiento tenía el mismo 
                                                          
7
 ECHEVERRI OSSA, Bernardo. Enfoques penitenciarios. Publicaciones de la Escuela 
Penitenciaria Nacional, 1996. p. 62.  
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sentido de lo que hoy en día se llama "prisión preventiva".  
Como antecedentes de las modernas prisiones se citan los establecimientos 
ingleses, holandeses y alemanes. Históricamente son conocidas las casas de 
trabajo que se habilitaron en Ámsterdam hacia los años de 1595, en las que se 
utilizó el trabajo de los condenados como instrumento para la corrección de los 
mismos y se comenzó a retribuir ese trabajo penitenciario. En otro sentido, no tan 
altruista, los Estados tomaron conciencia de que podían utilizar utilitariamente a 
los condenados, sobre todo en tareas, servicios y obras públicas. Con el 
advenimiento del industrialismo de los reos, la cárcel se adjudica las 
características de una fábrica y que hasta competía con la producción libre, dando 
origen a conflictos y enfrentamientos que se evidenciaron con mayor fuerza en 
Francia a mediados del siglo pasado. Las obras de Michel Foucault abundan en 
referencias a este tema.  
 
4.2 EVOLUCIÓN NACIONAL 
 
Los grupos indígenas que habitaban en Colombia, antes de la colonización, 
condenaban con la pena de muerte para castigar a los homicidas y los trabajos 
comunitarios para castigar la delincuencia menor. La privación de la libertad fue 
usada, no como una sanción, sino como un mecanismo de detención de los 
delincuentes hasta cuando eran ejecutados8. 
 
Con la llegada a América de los españoles y sus leyes instituidas en las Siete 
Partidas, la privación de la libertad continuó usándose con el mismo criterio que 
los indígenas venían llevando, pero además se convirtió en castigo para los 
españoles o criollos que residían en América.  
 
A pesar de que existía limitación de la libertad en épocas pasadas, la historia de 
                                                          
8
 ACOSTA MUÑOZ, Daniel. Sistema integral de tratamiento progresivo penitenciario. Bogotá, 
INPEC, 1996. p. 54.  
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las prisiones en Colombia comienza a tomar forma y a desarrollarse con el 
Decreto expedido por Simón Bolívar el 14 de marzo de 1828, por medio del cual 
se ordenó la creación de centros de corrección situados en algunas de las 
capitales, llevando de esta forma a la cárcel a tener un carácter elemental de lugar 
de castigo9. 
 
En 1837, en el gobierno de José Ignacio de Márquez se expidió el primer Código 
Penal en Colombia, a partir del cual se establecen por primera vez los principios 
rectores de la ciencia penal y se introduce la pena privativa de la libertad como 
sanción fundamental, sanción que cumplió en este momento con dos funciones 
esenciales para el Estado: colaborar con el proceso de construcción del Estado-
nación que se desarrollaba y ser un elemento disciplinador. Una de las partes del 
Código Penal de la época fue el estatuto para las prisiones, el cual tenía como 
fundamento la resocialización del delincuente10. 
 
Las normas carcelarias posteriores derogaron la legislación que se traía de 1837, 
dichas normas fueron redactadas de tal forma que se mantenía en buenas 
condiciones a los condenados, debido a que fueron cuidadosas con la selección y 
nombramiento de las personas encargadas de la vigilancia, permitían que los 
reclusos tuvieran un buen alojamiento, se organizaron las labores de tal forma que 
todos los detenidos pasaran tiempo ocupados para con ello evitar la ociosidad.  
 
El General Reyes, firmó el Decreto Legislativo No. 9 del 21 de enero de 1905, con 
el cual se crearon las primeras colonias penales y militares, estableciendo un 
capellán, un galeno y dos maestros de escuela para cada una de estos 
establecimientos11. 
 
                                                          
9
 ECHEVERRI OSSA, Bernardo. Enfoques penitenciarios. Bogotá; publicaciones de la Escuela 
Penitenciaria Nacional, 1996. p. 28.  
10
 Ibíd., p. 28 y 29.  
11
 Ibíd., p. 29  
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La Ley 35 de 1914, expedida bajo la presidencia de José Vicente Concha, 
nacionalizó la casa de presidio y reclusión para las penas impuestas por la rama 
judicial o para detener a los sumariados. Con esta ley se creó la Dirección General 
de Prisiones, que se encargo de: 
 
 Organizar el sistema carcelario. 
  
 Crear los reglamentos de las prisiones.  
 
 Inspeccionar y fiscalizar los establecimientos. 
  
 Llevar a cabo la estadística penal. 
 
 Decretar la construcción y mejoramiento de los edificios.   
 
 Las demás funciones que el gobierno le señalara.  
 
Paralelamente, se dictaron las primeras normas de operación de la cárcel como 
instrumento de sanción social. 
 
El presidente Enrique Olaya Herrera, expidió el Decreto Ley 1405 de 1934, en 
ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 20 de 1933, que 
fue un cuerpo de normas orgánicas más ordenado que los anteriores12. Dispuso 
que la Dirección General de Prisiones dependiera del Ministerio de Gobierno con 
el nombre de "División General de Establecimientos de Detención Penas y 
Medidas de Seguridad". Luego, en la década de los sesenta, la entidad volvió a 
llamarse Dirección General de Prisiones y quedó bajo la dirección del Ministerio de 
Justicia. En el año 1938 los establecimientos de reclusión en Colombia tenían una 
                                                          
12
 Ibíd., p. 31  
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población de 8.686 internos. Esta población aumentó anualmente en una cifra 
promedio de mil internos. En 1946 la población disminuyó en 2.765 internos como 
consecuencia del proceso de desjudicialización, pero en los siguientes años 
continuó aumentando, debido a la violencia que se vivió durante este periodo, 
hasta llegar a la cifra de 37.770 internos. Este aumento generó la construcción de 
los centros penitenciarios de La Picota, Popayán y El Barne, la Cárcel Modelo de 
Bogotá y la Distrital de Barranquilla. A la par, se inició la construcción de las 
cárceles de Bucaramanga, San Gil, Pamplona, Picaleña, Manizales, Tumaco, 
Montería, Cartagena, Santa Marta, Pasto, Duitama, Pereira y Cali. Así mismo, se 
fortaleció la Colonia Penal de Araracuara. En 1957 se produjo un nuevo proceso 
de desjudicialización, con lo cual se consiguió que la población de internos se 
redujera a 12. 77113. 
   
Bernardo Echeverri Ossa asumió en 1963 la Dirección General de Prisiones 
encontrando una crisis en el régimen penitenciario: Excesivas fugas, homicidios y 
masacres dentro de los centros de reclusión, desconocimiento de los funcionarios 
en el manejo de los establecimientos penitenciarios, etc. lo anterior, condujo a que 
Echeverri Ossa fuera el promotor de la reforma al Código Penitenciario de 1934 
que permitió la expedición del Decreto 1817 en 1964, en virtud de las facultades 
extraordinarias concedidas al Ejecutivo mediante la Ley 27 de 1963. Este nuevo 
código significó la transformación total del sistema carcelario y penitenciario 
colombiano. Entre otras introducciones se estableció: el tratamiento progresivo y 
disciplina menguada de los condenados, se creó la Escuela Penitenciaria “para la 
formación y modernización de todos los funcionarios encargados de la 
administración de las prisiones”, el servicio social carcelario, los permisos como 
premio para los reclusos de buen comportamiento, la organización del Cuerpo de 
custodia (guardianes), la carrera para los funcionarios, la cárcel para conductores, 
las cárceles para la fuerza pública, los criterios de clasificación de los internos.  
                                                          
13
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-153 del 28 de abril de 1998. Magistrado Ponente 
Eduardo Cifuentes Muñoz 
18 
 
No obstante, la población carcelaria y penitenciaria nuevamente aumento su 
número, llegando a tener 58.125 internos en el año 1971. Fue así como en el 
sistema se comenzó a registrar las graves consecuencias del hacinamiento. La 
aplicación de medidas despenalizadoras, la expedición de la Ley de rebaja de 
Penas a raíz de la visita del Papa Paulo VI y el mejoramiento en las condiciones 
sociales llevaron a la disminución de la población, a 36.500 internos para el año 
1973. Durante los años siguientes este número de internos se mantuvo más o 
menos estable, aunque disminuyo considerablemente con la expedición del 
Decreto 1853 en 1985, el cual ordenó la excarcelación de los sindicados de delitos 
menores14. 
  
El 30 de diciembre de 1992, por iniciativa del mismo Echeverri Ossa la Dirección 
General de Prisiones se convirtió en un instituto descentralizado, de manera que la 
acción resocializadora de los centros de reclusión tuviera el cumplimiento que 
exige la filosofía moderna penitenciaria, la descentralización y desconcentración 
de funciones se materializo en la creación de las regionales en que se dividió el 
país. De la misma manera Echeverri, para darle celeridad a este instituto presentó 
la iniciativa que se convirtió en la Ley 65 de 1993 el actual Código Penitenciario.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
14
 Ibíd. Sentencia T-153 
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5. CRISIS EN EL SISTEMA PENITENCIARIO 
 
El Derecho Penal por sí solo no cumple con la finalidad para la que fue creado, a 
pesar del continuo endurecimiento de las penas, la realidad muestra que los 
infractores vuelven a reincidir en la comisión de conductas típicas, como quiera 
que el derecho penal no viene acompañado de una efectiva disminución de la 
criminalidad, ello explica la creciente decepción de los ciudadanos frente al 
sistema judicial, los estudios que se han realizado en la modernidad demuestran 
fehacientemente que existe crisis en el sistema penitenciario. 
 
Las cárceles son el medio de castigo típico en la mayoría de los estados 
modernos, sin embargo este castigo ha demostrado no cumplir con las funciones 
para las que fue creado, y por el contrario estos centros de reclusión han permitido 
que las personas que ingresan a ellos conozcan nuevas formas de delinquir, 
adquieran dependencia a sustancias sicoactivas, sean objeto de abuso por parte 
de sus compañeros y muchas veces de sus custodios, etc. Es por ello que se 
conoce popularmente a las cárceles como la “universidad del crimen”. 
 
Las penas de prisión constituyen un fracaso histórico, no solamente no socializan, 
sino que, a partir de las investigaciones sociológicas desarrolladas, se ha 
demostrado lo contrario. En tal sentido, trabajos desarrollados han puesto de 
manifiesto los efectos deteriorantes de las prisiones, no solo para los reclusos sino 
también para sus familias.   
 
Uno de los factores que permite sostener que la cárcel no es la respuesta a la 
criminalidad es que esta no ofrece al recluso una motivación para dejar de 
delinquir, los castigados no encuentran en la cárcel una oportunidad de 
resocialización y de reflexión que permita que la llamada prevención especial, por 
el contrario encuentra un ambiente que favorece la criminalidad. 
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Si bien es cierto que los condenados han cometido una falta, este hecho no hace 
que pierdan la calidad de humanos, por ello se debe garantizar para ellos la 
efectividad de sus derechos, aunque algunos de ellos se encuentren limitados a 
raíz de una sanción judicial, Cuando la persona es condenada y enviada a un 
establecimiento carcelario, se le debe garantizar plenamente sus derechos 
fundamentales al respeto de la dignidad humana y el debido proceso el cual se 
extiende a la normatividad penitenciaria que la Corte Constitucional ha dicho “El 
procedimiento de calificación de la conducta de un recluso está regulado por la ley 
y consiste básicamente en la reunión periódica del Consejo de Disciplina con el 
objeto de examinar las planillas semanales del director de la escuela, de los 
maestros de talleres o de los vigilantes y deliberar sobre la constancia a consignar  
en libros sobre el comportamiento del interno. Las diferentes categorías o clases 
de conducta, establecidas por el legislador son: ejemplar, buena, regular, mala y 
pésima. Las reglas para la clasificación en una u otra clase están también 
consagradas en normas legales, las cuales deben tenerse en cuenta para 
promover o rebajar la conducta del interno..... En consideración a lo expuesto, la 
rebaja en la calificación de la conducta del peticionario - con la consecuente 
suspensión de su trabajo fuera del penal, sólo podía ser tomada luego de un 
procedimiento administrativo. De no ser así, se habría configurado una vulneración 
de los derechos al debido proceso administrativo y a la igualdad de oportunidades 
e, indirectamente del derecho fundamental al buen nombre”15.  
 
Lamentablemente, nuestro medio no tiene conciencia de las implicaciones 
provenientes de la adopción de un sistema penitenciario adecuado y acorde con 
las finalidades de un Estado Social de Derecho, lo cual se ve reflejado en el 
salvajismo, autoritarismo y nepotismo imperante en las cárceles Colombianas, 
convirtiendo nuestro sistema penitenciario en una de las causas de violencia 
                                                          
15
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-601 de Diciembre 11 de 1992, M.P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz. 
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institucionalizada que deslegitima todo el sistema de justicia penal16. 
 
Si la pena como una medida preventiva, retributiva, confines de reinserción social 
del condenado, es necesario primero establecer si el infractor en realidad necesita 
de tratamiento penitenciario para alcanzar su resocialización, pues en muchas 
casos y a pesar de la comprobación de un delito, no es indispensable la reclusión 
carcelaria de tal individuo, pues lo que se conseguiría con tal medida sería lo 
contrario a lo el legislador pretendía. Lo anterior ha sido ampliamente debatido en 
innumerables discusiones doctrinarias hasta llegar a pronunciamientos de la Corte 
Constitucional como consecuencia de la interposición de acciones de tutela y en 
donde se ha manifestado que “en cada proceso penal es importante reflexionar 
acerca de si la persona condenada requiere para su resocialización el tratamiento 
penitenciario, o si sus mismas características permiten proceder con otro tipo de 
sanciones. Al respecto, cabe mencionar que las mismas reglas de Tokio 
recomiendan que antes de tomar la decisión de imponer la pena de prisión en 
establecimientos carcelarios es importante poner en consideración, las 
necesidades de rehabilitación del delincuente, la protección de la sociedad y los 
intereses de la víctima”17. 
 
En este sentido resulta importante recordar a Beccaría quien sostenía que “para 
que cada pena no sea una violencia de uno o de muchos contra un ciudadano 
particular, debe ser esencialmente pública, pronta, necesaria, la mínima de las 
posibles en las circunstancias de que se trate, proporcionada a los delitos y 
dictadas por las leyes”18. 
 
 
 
                                                          
16
 NUÑOS HENAO, José Enrique. Sistema Penal y Control Social en Colombia. 
17
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-153 del 28 de abril de 1998. M.P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz 
18
 BECCARIA Cesare, De los Delitos y las Penas, Editorial Temis, Santa Fe de Bogotá, 1994 p 87. 
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6. POLÍTICA DEL GOBIERNO COLOMBIANO 
 
Colombia es un Estado Social de Derecho, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 1 de la Constitución Política de 1991. Como tal, la función en cabeza del 
Estado Colombiano es la de servir a la comunidad y garantizar la observancia y 
cumplimiento de los principios, derechos y deberes consagrados en la Carta 
Política19.  
 
En virtud de lo anterior, el Estado debe proteger a todas las personas que se 
encuentran dentro del territorio colombiano en su vida, honra, bienes, creencias y 
demás derechos y libertades.   
 
Es así que se afirma que el hecho de que una persona se encuentre internada 
dentro de un centro de reclusión no establece una excepción para que el Estado 
deje de cumplir su función en relación con esa persona. La Corte Constitucional 
expresa al respecto: “Si bien la condición de recluso implica una restricción de los 
derechos fundamentales, ello no significa que las autoridades penitenciarias 
puedan disponer a su arbitrio de los mismos, pues la limitación de estos derechos 
debe ser la estrictamente necesaria para lograr la resocialización de los internos y 
la conservación de la seguridad, el orden y la disciplina dentro de las cárceles. Las 
autoridades administrativas deben atender a los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad so pena de incurrir en arbitrariedad”20. 
 
El marco normativo que rigen el Sistema Carcelario y Penitenciario en nuestro 
país busca que los establecimientos carcelarios y penitenciarios, sean instrumento 
de prevención, frente a los actos que vulneran o ponen en peligro el orden social, 
y de resocialización del recluso, de tal forma que éste pueda volver a formar parte 
de la sociedad. Todo esto en el entendido de que los derechos de los condenados 
                                                          
19
 REPUBLICA COLOMBIA, Constitución Política de 1991. Editorial Nueva Ley S.A. Artículos 1, 2.  
20
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T- 705 de 1996. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes 
Muñoz. 
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no pueden ser de ninguna forma vulnerados.  
 
Así las cosas, la política del Gobierno Colombiano en materia Penitenciaria y 
Carcelaria consiste en:   
 
 Dar un tratamiento igual a quienes se les imputa la comisión de algún delito o 
a quienes ya fueron condenados por esta razón. El tratamiento igualitario se 
encuentra establecido en los Artículos 13 de la Constitución Política de 1991, 3 del 
Código Penitenciario y Carcelario de 1993, 7 del Código Penal de 2000 y 4 del 
Código de Procedimiento Penal de 2004. 
   
 Garantizar los derechos a la libertad y al debido proceso. En relación con el 
derecho a la libertad, su garantía se encuentra consagrada en los Artículos 28 de 
la Constitución Política de 1991, 2 del Código Penitenciario y Carcelario de 1993 y 
2 del Código de Procedimiento Penal de 2004. Por su parte, la garantía del 
derecho al debido proceso está señala en los Artículos 29 de la Constitución 
Política de 1991, 2 y 4 del Código Penitenciario y Carcelario de 1993, 6 del Código 
Penal de 2000 y, 6, 7, 8, 20 del Código de Procedimiento Penal de 2004.  
   
 Respetar, como principio fundamental, la dignidad humana de quienes se 
encuentran privados de la libertad. Los Artículos 5 del Código Penitenciario y 
Carcelario de 1993, 1 del Código Penal de 2000 y 1 del Código de Procedimiento 
Penal de 2004, consagran este principio. 
 
 Resocializar a los condenados, por medio de un tratamiento que les permita 
volver a formar parte de la sociedad que han lesionado con sus actos. Aunque la 
prisión como pena en Colombia tiene varia funciones, su objetivo principal es el de 
resocializar al delincuente. Se pretende, entonces, con el tratamiento penitenciario 
por una parte conocer al infractor en su personalidad, familia, antecedentes, etc., y 
lograr mediante la disciplina, el trabajo, el estudio y la ejecución de actividades 
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culturales, religiosas y deportivas, la corrección de sus actos para que pueda 
volver a su vida en sociedad. Este objetivo está establecido en los Artículos 9, 10, 
142, 143 y 144 del Código Penitenciario y Carcelario de 1993 y, 4 del Código 
Penal de 2000. 
 
Lo anterior, en concordancia con las siguientes disposiciones internacionales:   
 
 La Declaración Universal de los Derechos Humanos. Naciones Unidas, 1948. 
Artículos 1, 2.1, 9, 10, 11.1 y 11.2.   
 
 Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos. Naciones Unidas, 
1955. Numeral 6.1  
  
 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Naciones Unidas, 1966. 
Artículos 2.1, 9, 10.1, 14, 15, 26.   
 
 La Convención Americana sobre Derechos Humanos. San José de Costa 
Rica, 1969. Artículos 1, 5, 7, 8, 9, 11, 24.   
 
 El Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas 
a Cualquier Forma de Detención o Prisión. Naciones Unidas, 1988. Principios No.  
1, 2, 3, 4, 5. 1. y 11.1. 
 
 Los Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos. Naciones Unidas, 
1990. Principios No. 1, 2, 4 y 5.  
 
Sin embargo, y paralelamente a la política proteccionista, el Estado adopta 
también una política represiva, que se ve reflejada en el creciente aumento de 
tipos penales, en la implementación en mayor medida de la privación de la libertad 
como pena, en el aumento en el tiempo de las penas (artículo 14 Ley 890 de 
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2004), en la reducción de los beneficios administrativos y judiciales, Esto se veía 
en el Código Penal de 1980 y con mayor intensidad se ve ahora en el nuevo 
Código Penal expedido en el año 2000.   
 
Respecto de la política del Gobierno Colombiano en relación con el Sistema 
Carcelario y Penitenciario, la Misión Internacional de la ONU sobre Derechos 
Humanos y situación carcelaria en Colombia expreso siguiente: “Tanto en el plano 
de la previsión normativa, como en el diseño institucional y el comportamiento 
efectivo de las agencias de control penal, se aprecia una tensión entre un modelo 
garantista y protector de derechos, y otro que, bajo la bandera de la “eficiencia” y 
seguridad, tiene un componente claramente autoritario. Ello da lugar no sólo a 
cuerpos normativos ambivalentes, sino también a políticas públicas fragmentarias, 
inconexas y contradictorias por parte de las diferentes agencias del Estado (...). En 
el plano normativo, el componente garantista se expresa en las disposiciones de la 
Constitución y los Tratados Internacionales de derechos humanos vinculantes 
para el Estado por el derecho convencional y consuetudinario (...) Los nuevos 
cuerpos legales, el Código Penal (Ley 599 de 2000) –en adelante CP- y el Código 
Procesal Penal (Ley 600 de 2000) –en adelante CPP-, emitidos por iniciativa de 
ley del Fiscal General, contienen de modo ambivalente principios garantistas de 
una parte y, de otra, disposiciones de rasgo autoritario y represivo, afectando el 
derecho a la libertad individual y las garantías propias del Estado de Derecho”21. 
 
6.1 ESTADO DE COSAS INCONSTITUCIONALES EN LAS CÁRCELES 
 
La Corte Constitucional en el año de 1998 después de hacer un diagnóstico a 
algunas cárceles del país llego a la conclusión de que la situación de hacinamiento 
dentro de los centros carcelarios no permitía brindarle a todos los reclusos los 
medios diseñados para el proyecto de resocialización, la cual no es imponer 
                                                          
21
 NACIONES UNIDAS. Alto Comisionado para los Derechos humanos. Oficina en Colombia misión 
internacional derechos humanos y situación carcelaria. Informe centros de reclusión en Colombia: 
un estado de cosas inconstitucional y de flagrante violación de derechos humanos, 2001. 
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ciertos valores a los condenados, sino ofrecerles los medios para que, haciendo 
uso de su autodeterminación, establezcan el sendero de su reinserción a la 
sociedad. Lo anterior teniendo en cuenta la dignidad de los reclusos y la obligación 
del Estado de brindarles los medios necesarios para su resocialización, razón por 
la cual declaro el Estado De Cosas Inconstitucionales en Las Cárceles del país22. 
 
6.2 ¿QUÉ PASÓ CON LA SITUACIÓN CARCELARIA EN COLOMBIA?23 
 
Después de diez años que la Corte Constitucional declarara el Estado de Cosas 
Inconstitucionales en las Cárceles, en 2008 la situación no parece haber cambiado 
mucho, el hacinamiento para ese año se mantenía alrededor del 30%, lo cual no 
ha dejado que las condiciones de los internos de los centros penitenciarios 
mejoren, conllevando con ello a que el cumplimiento de las obligaciones del 
Estado, de proteger la vida, dignidad, así como la de promover y facilitar su 
reinserción social, no se esté dando, es cierto que el Estado ha hecho esfuerzos 
para el mejoramiento de dichas condiciones, como la construcción de nuevos 
centros de reclusión, sin embargo esto no ha sido suficiente, el número de 
reclusos en las cárceles ha aumentado, por otra parte las políticas que se están 
implementando en las cárceles no están cumpliendo sus metas, esto debido a 
factores como la falta de la falta de personal idóneo por parte del INPEC, la 
desigualdad entre internos tolerada muchas veces por las autoridades que creado 
la sensación de injusticia y resentimiento entre los internos. Las excusas 
presentadas por las autoridades penitenciarias y el gobierno (falta de recursos, el 
aumento en el número de personas detenidas por la eficiente acción estatal), 
parecen evadir toda responsabilidad con respecto a la persistente violación a los 
derechos fundamentales de la población carcelaria.  
 
No se puede negar que el Estado en estos últimos años ha intentado mejorar la 
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 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-153 DE 1998 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
23
MARTÍNEZ IZQUIERDO, Luis Leonardo. ITURRALDE, Manuel A, Miembros del G-DIP y de la 
Relatoría de Prisiones, semana.com, septiembre 24 de 2008. 
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situación de las cárceles colombianas, sin embargo Según el Instituto Nacional 
Penitenciario INPEC, a marzo 2012, las cárceles de Colombia alcanzan una 
sobrepoblación de 39,5%, razón por la cual el gobierno ha ordenado la 
construcción de varios centros penitenciarios en todo el país.  
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7. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL SISTEMA PENITENCIARIO 
 
7.1 PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LA PENA PRIVATIVA DE LA 
LIBERTAD 
 
Las penas privativas de la libertad son una intromisión del Estado en la esfera 
individual de los seres humanos, individualidad protegida por la Constitución 
Política, si bien es cierto que dicha intromisión es permitida el ordenamiento 
jurídico, este también asigna las reglas y restricciones a su aplicación, en virtud de 
la protección debida a los derechos de las personas, a los cuales corresponde 
llamar según la doctrina, Derechos Humanos de primera generación que consiste 
en los límites del Estado y el deber de asumir una posición activa únicamente para 
garantizar a los individuos la protección de sus derechos. 
 
7.1.1 Principio de legalidad. Este principio es de suma importancia, en materia 
penitenciaria, ya que determina que actos deben ser calificados como delitos o 
faltas y que exista una pena impuesta por el ordenamiento jurídico plenamente a 
la comisión del hecho calificado como delito. 
 
7.1.2 Principio de humanidad. La doctrina en materia penitenciaria establece 
dicho principio y reconoce que el recluso a pesar de haber transgredido la ley y 
haber cometido un delito o falta contra la sociedad, también es un ser humano con 
dignidad y derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico, que puede 
encontrarse en una situación de vulnerabilidad al momento de cumplir con la pena 
privativa de la libertad (prisión y arresto) que le fuere impuesta, ya que es 
innegable que el recluso al sufrir privación de su libertad ambulatoria también se le 
restringen otros derechos, incluso constitucionales por la potestad del poder 
sancionador del Estado. 
 
7.1.3 Principio de readaptación social y de educación. “El sistema penitenciario 
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debe tender a la readaptación social y a la reeducación de los reclusos”. El 
presente artículo plasma el fin de la ciencia penitenciaria, el cual es cumplir con el 
fin propuesto por la pena, por lo que debe influenciar al derecho penitenciario de 
tal forma que este último se encuentre al día de los modernos postulados de la 
ciencia penitenciaria, por lo que “en sustancia de la ciencia penitenciaria tiene 
como función principal la de mejorar los ordenamientos penitenciarios, creando 
estructuras donde esas no existen y mejorando las estructuras allí, donde ya 
existen”24. 
 
La readaptación social tiene el propósito de tratamiento al recluso, para que este 
durante el cumplimiento de la pena que le corresponde, en un establecimiento 
adecuado se incorpore a la vida en sociedad por medio del estímulo de sus 
aptitudes laborales, culturales, deportivas, artísticas, religiosas y educativas. 
 
7.1.4 Principios contenidos en la constitución y en otros cuerpos jurídicos. 
Así mismo, principios en materia penitenciaria además de los establecidos en la 
Constitución Política, específicamente en otros cuerpos legales como el Código 
Procesal Penal en el cual se identificaron diferentes preceptos constitucionales 
establecidos en la Constitución Política pero desarrollados y los menciona con el 
nombre de principios como por ejemplo: 
 
- La separación de reclusos 
- Asistencia religiosa 
- Servicios médicos 
- Trabajo remunerado 
- Importancia de la aplicación de los principios 
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 Jorge Ojeda Velásquez. Derecho Ejecución de Penas, Editorial Porrua. México 1985. Pág. 12. 
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8. LA RESOCIALIZACIÓN 
 
La Ley 65 de 1993 - Código Penitenciario y Carcelario- estableció los parámetros 
para el desarrollo del tratamiento penitenciario, el cual busca preparar al 
condenado, mediante su resocialización para la vida en libertad, a través de la 
educación, la instrucción, el trabajo, la actividad cultural, deportiva y las relaciones 
de familia, debe partir del estudio científico de la personalidad del interno, será 
progresivo, programado e individualizado hasta donde sea posible. 
 
La resocialización se ha venido cuestionando, por la contradicción que genera 
pretender resocializar a una persona dentro de la cárcel, separado del entorno 
social; algunos estudiosos sostienen que la resocialización implicaría una mayor 
apertura del tratamiento hacia la vida social extramuros. Teniendo en cuenta las 
condiciones en las que se encuentra el sistema carcelario colombiano, esto no es 
posible, razón por la cual el tratamiento debería orientarse hacia otras 
metodologías más prácticas que tengan en cuenta las reglas mínimas aprobadas 
por las Naciones Unidas, tales como: brindar un trabajo productivo a los reclusos, 
determinar un período para el retorno progresivo del interno a la sociedad y 
ofrecer programas de apoyo postpenitenciario, con ello logrando hacer un 
seguimiento y un acompañamiento de las actividades realizadas por el individuo. 
Lo anterior, ha conducido a que el INPEC actualmente se encuentra ajustando los 
programas con la implementación del Plan de Acción y Sistema de Oportunidades- 
PASO. 
 
En la práctica, el INPEC no ha conseguido llevar a cabo programas exitosos de 
resocialización, debido, a que por un lado, existe una problemática de 
hacinamiento en los centros carcelarios y penitenciarios problemática que se 
agrava por los establecimientos carcelarios poco adecuados, por otro lado, la falta 
de una política que establezca los objetivos y lineamientos claros para el 
desarrollo de los diferentes programas de tratamiento y que asigne los recursos 
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necesarios para su ejecución, a lo cual también han contribuido las debilidades 
institucionales que presenta el INPEC, principalmente las deficiencias en los 
procesos de planeación y la falta de seguimiento y evaluación a los diferentes 
programas y proyectos. 
 
8.1 ANÁLISIS DE LOS RESULTADOS OBTENIDOS POR LOS PROGRAMAS 
DE RESOCIALIZACIÓN AÑO 2010 
 
A diciembre de 2010, había en Colombia 63.603 personas privadas de la libertad, 
94% hombres y 6% mujeres, con respecto al año anterior, se vuelve a presentar 
un incremento de la población. Del total de personas el 35% se encuentran 
sindicadas en espera de la condena, cifra que sigue siendo alta, a pesar de haber 
disminuido en 9% durante el 2006, lo cual muestra las dificultades del sistema 
penal al persistir la lentitud en la resolución de los procesos y la acumulación de 
los mismos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2007 2008 2009 2010 
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9. PROGRAMAS DE EDUCACIÓN 
 
Entre 2007 y 2010, la participación promedio en estos programas fue del 60%, 
relativamente alta, especialmente en educación informal (18%) y en básica 
primaria (24%). Sin embargo, los resultados obtenidos fueron mínimos, ya que tan 
solo el 1.5% de los reclusos validaron los cursos ante el ICFES y el 1.0% 
presentaron la prueba de Estado, situación que se dio debido a que, por un lado, 
los programas curriculares desconocen la realidad de esta población, pues son los 
mismos de la educación tradicional para escolares y por otro lado, el derecho a 
redimir la pena establecido como un incentivo para promover la participación en 
los diferentes programas de tratamiento, se convirtió en un obstáculo ya que el 
interés del individuo se concentró en acumular horas de estudio, sin importar el 
aporte para su crecimiento personal ni el proceso de cambio actitudinal frente al 
trabajo, la familia y la sociedad. Por ende, el avance en el tema de educación, al 
interior de los establecimientos penitenciarios y carcelarios del país, hasta el 
momento, es nulo y los propósitos de estos programas como parte del proceso 
resocializador no se están cumpliendo. 
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10. PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN Y OCUPACIÓN LABORAL 
 
Estos programas le brindan la oportunidad al recluso de aprender un arte u oficio 
que le permita obtener recursos para su supervivencia tanto al interior del centro 
carcelario como en su vida en libertad. La participación en programas de 
capacitación laboral durante los últimos tres años, aumentó, del 11% en 2007 al 
32% en 2009, sin embargo, la participación se redujo en 2010 al 17%, cifra aun 
muy baja, por la importancia que tienen para la consolidación de los proyectos 
productivos. Por otra parte, la participación en los proyectos de carácter industrial, 
artesanal, de servicios y agropecuario, también disminuyó en 3 puntos 
porcentuales pasando del 36% en 2009 al 33% en 2010. 
 
La auditoría de la vigencia 2006, practicada al INPEC, por la Contraloría General 
de la República, encontró varias debilidades en estos programas tales como la 
falta de gestión de las regionales para impulsarlos; desorganización administrativa; 
falta de registros y seguimiento que impide la toma de decisiones acertadas en 
cuanto el desarrollo de los proyectos productivos y las escuelas de formación 
laboral; las metodologías diseñadas para el desarrollo de los proyectos no han 
tenido en cuenta el conocimiento y la capacidad de los internos, situación que 
afecta la sostenibilidad de los mismos.  
 
También se evidenció desigualdad en las condiciones de vida y en los servicios 
prestados a los internos, lo cual generó inequidad en el tratamiento dado a los 
internos, contrariando lo establecido en el Código Penitenciario y Carcelario y en 
la Constitución. 
 
Además, el problema de hacinamiento carcelario en el país continúa, agravado 
con otra serie de factores, tales como, el deterioro de las instalaciones físicas en 
algunos establecimientos, la demora en la solución de problemas que requiere 
tratamiento inmediato, retraso en el giro de los recursos lo cual ocasiona 
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deficiencias en la prestación de los servicios de salud, educativos y culturales, así 
como la falta de personal profesional para la atención de los diferentes programas 
de resocialización. 
 
De lo anterior, se concluye que al no existir una política clara que priorice, asigne y 
oriente los recursos hacia programas específicos y el hacinamiento persista en 
niveles críticos, no se podrá garantizar la efectividad del tratamiento penitenciario. 
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11. ORGANISMOS ENCARGADOS DEL SISTEMA PENITENCIARIO Y 
CARCELARIO EN COLOMBIA 
 
11.1 MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO 
 
El Ministerio de Justicia y del Derecho tiene como objetivo, dentro del marco de 
sus competencias, formular, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar la política pública 
en materia de ordenamiento jurídico, defensa y seguridad jurídica, acceso a la 
justicia formal y alternativa, lucha contra la criminalidad, mecanismos judiciales 
transicionales, prevención y control del delito, asuntos carcelarios y penitenciarios, 
promoción de la cultura de la legalidad, la concordia y el respeto a los derechos; la 
cual se desarrollará por medio de la institucionalidad que comprende el Sector 
Administrativo. 
 
El Ministerio de Justicia y del Derecho coordinará las relaciones entre la rama 
Ejecutiva, la Judicial, el Ministerio Público, los organismos de control y demás 
entidades públicas y privadas para el desarrollo y consolidación de la política 
pública en materia de la justicia y del derecho25. 
 
11.2 INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC 
 
Instituto Penitenciario y Carcelario INPEC es el órgano que se encarga de orientar 
y aplicar los parámetros del Código Penitenciario y Carcelario, en concordancia 
con las normas constitucionales y las disposiciones internacionales, este instituto 
quedo adscrito al ministerio de Justicia y del Derecho mediante el Decreto No 
2897 de 2011, es importante aclarar que cuenta con personería jurídica, 
patrimonio independiente y autonomía administrativa.  
 
11.2.1 Funciones del INPEC. El INPEC tiene como funciones entre otras:  
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 http://www.minjusticia.gov.co 
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 Dirigir, administrar y vigilar los establecimientos de reclusión. 
 
 Adoptar y desarrollar políticas de construcción para su propio funcionamiento y 
el de los centros de reclusión, incluyendo compraventa y permuta de inmuebles.  
 
 Formar y capacitar su personal.  
 
 Atender con los medios necesarios la seguridad de los internos y la 
resocialización de los condenados26. 
 
11.3 CUERPO DE CUSTODIA Y VIGILANCIA PENITENCIARIA NACIONAL 
 
El Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria Nacional es un organismo 
armado, de carácter civil y permanente al servicio del Ministerio de Justicia e 
integrado por personal uniformado. Sus miembros recibirán formación y 
capacitación en la Escuela Penitenciaria Nacional; pertenecerán a la Carrera 
Penitenciaria de que trata el artículo 100 del Decreto 1817 de 1964 y no podrán 
elegir o ser elegidos para corporaciones políticas ni participar en organizaciones u 
actividades de índole partidista. 
 
11.3.1 Funciones del cuerpo de custodia y vigilancia penitenciaria nacional. 
El Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria Nacional, tendrá las siguientes 
funciones: 
 
 Velar por la seguridad de los establecimientos carcelarios. 
 
 Cumplir las órdenes y requerimientos de las autoridades jurisdiccionales con 
respecto a los internos de los establecimientos carcelarios. 
                                                          
26
 ECHEVERRI OSSA, Enfoques Penitenciarios, óp. cit., p. 47. 
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 Cumplir las órdenes impartidas por la Dirección General de Prisiones en 
relación con las actividades carcelarias. 
 
 Servir como auxiliar en la educación de los internos, en los establecimientos 
carcelarios y en la readaptación de los reclusos. 
 
 Ejecutar las demás funciones relacionadas con el cargo que le asigne la ley y 
los reglamentos27. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
27
Articulo 4, Ley 32 de 1986. 
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12. REGLAMENTOS 
 
La organización de los centros de reclusión se debe regir mediante reglamentos, 
los cuales deben contener las normas que permitan gobernarlos, administrarlos y 
vigilarlos de modo eficaz.   
 
12.1 REGLAMENTO GENERAL 
 
El Artículo 52 del Código Penitenciario y Carcelario consagra la expedición, por 
parte del Consejo Administrativo del INPEC, del reglamento general, al cual deben 
sujetarse todos los centros de reclusión del país. Este reglamento contiene las 
normas que sirven de marco general que regula las actividades que se desarrollan 
en las prisiones y los criterios de su organización; en virtud de lo anterior, el 
reglamento general que actualmente rige en Colombia es el Acuerdo 011 de 1995.  
 
Los establecimientos de rehabilitación y los pabellones psiquiátricos, por su 
naturaleza, tienen un reglamento general diferente al de los demás 
establecimientos de reclusión.   
 
12.2 REGLAMENTOS INTERNOS 
 
El Artículo 53 del Código Penitenciario y Carcelario señala que cada centro de 
reclusión debe tener su propio reglamento de régimen interno, expedido por el 
Director del centro, previa aprobación del Director del INPEC. Estos reglamentos 
deben guardar plena concordancia con el reglamento general y tener en cuenta 
las modalidades propias del centro de reclusión que van a regular (penitenciaria, 
cárcel, etc.), la ubicación del mismo, el clima, etc.  
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13. PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2010 – 2014 
 
13.1 CONSOLIDACIÓN DE LA PAZ 
 
El actual gobierno toma como uno de sus ejes fundamentales la consolidación de 
la paz, en este eje es tomado el sistema penal nacional desde la congestión 
judicial hasta el tema carcelario, en relación a este tema sostiene que “a pesar de 
que el límite de hacinamiento en las cárceles en encuentra actualmente cerca del 
promedio histórico (28,62%), debido principalmente a la creación de 22.703 cupos 
a través de la construcción de 10 nuevos establecimientos, aún no se ha resuelto 
el deterioro y el envejecimiento de la infraestructura existente. En efecto, con una 
vida útil estimada de 50 años, el 45% de los 149 establecimientos existentes 
supera ese término. Estos establecimientos están distribuidos en el territorio de la 
siguiente manera: 1 en la Orinoquia, 16 en la región Caribe, 102 en la región 
central, 9 en la región Nororiental, 4 en la región Pacífico y 17 en la región Sur.  
 
En cuanto a la resocialización de los reclusos, el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario (INPEC) en asociación con el Ministerio de Educación Nacional (MEN), 
deberá hacer énfasis en la resocialización del recluso, enfocada al fortalecimiento 
del modelo educativo, dentro del marco de un programa de tratamiento y 
desarrollo”28.  
 
13.2 POLÍTICA PENITENCIARIA29 
 
13.2.1 Mejoramiento de la infraestructura. Se elaborará un Plan Maestro de 
Reposición, Rehabilitación y Mantenimiento de Infraestructura, que a partir del 
diseño de estándares de operación por tipo de establecimiento, fije una política de  
largo plazo orientada a reducir el número de establecimientos para aumentar la 
                                                          
28
 Plan Nacional de Desarrollo 2012 – 2014. 
29
 Ibíd. Plan Nacional de Desarrollo 
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eficiencia en el uso de los recursos de funcionamiento y de personal del Sistema 
Penitenciario y Carcelario (SPC). 
 
El INPEC elaborará un estudio que explore en sus aspectos presupuestal, jurídico, 
técnico y funcional, diferentes modelos alternativos de administración de los 
establecimientos, y una vez se defina el modelo óptimo y se garantice su 
viabilidad, se impulsará su implementación con el concurso del sector privado. 
 
13.2.2 Tecnificación del INPEC. Para tecnificar el Sistema Penitenciario y 
Carcelario, el INPEC elaborará un Plan Estratégico de TIC, que permita mejorar 
los modelos de gestión, los procesos administrativos, financieros, de recursos 
humanos y misionales, y facilite la integración y el flujo de información entre las 
diferentes sedes a nivel nacional. Igualmente, continuará con la dotación de 
elementos tecnológicos de seguridad y control en los establecimientos, el 
fortalecimiento del proyecto de audiencias virtuales para reducir el traslado de 
internos ahorrando costos y reduciendo el riesgo para los reclusos y el personal de 
custodia y vigilancia. A partir de la evaluación del sistema de vigilancia electrónica, 
se aumentará su cobertura de condenados y sindicados domiciliarios y la 
operación y financiamiento del sistema pasará del Ministerio al INPEC. Se 
estudiará la viabilidad legal de establecer el copago por parte de los condenados o 
sindicados, así como la redefinición de los requisitos para la obtención del 
beneficio, las causales de incumplimiento y los procedimientos de recaptura. 
 
Se elaborará un Plan de Atención Básica para la Población Reclusa y de 
Tratamiento Penitenciario para los condenados que busque la reinserción social 
del individuo, articulando iniciativas públicas y privadas, dentro de un marco 
normativo que privilegie el esfuerzo académico y/o la productividad del recluso en 
función de sus potencialidades lo cual se reflejará en la redención de la pena. 
 
A partir del mejoramiento de los sistemas de información de la sistematización 
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integral del Sistema Penitenciario y Carcelario (SISIPEC) y de la plena 
identificación, caracterización, clasificación, y tratamiento del recluso, se 
orientarán los programas de atención básica y de tratamiento y desarrollo, de 
acuerdo con el perfil del recluso, en especial de aquel con condiciones 
excepcionales. 
 
En materia educativa se ampliará la cobertura del nuevo modelo educativo del 
INPEC, así como aquellos relacionados con cultura, deporte y prevención del uso 
de estupefacientes. En materia de DD. HH., se continuará impulsando la adopción 
de normas, prácticas y programas dentro del SPC y las escuelas de formación 
para garantizar su respeto por parte de la población reclusa y los servidores del 
INPEC. 
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14. ALTERNATIVIDAD PENAL 
 
En la actualidad los problemas sociales se pretenden solucionar acudiendo al 
Derecho Penal, existe la creencia o más bien la esperanza en el hecho de que el 
endurecimiento de las penas y en general, el rigorismo punitivo pueda serla 
panacea de todos los problemas, conduciendo esto a la generalización de la pena 
privativa de la libertad como única solución para frenar la criminalidad. Esta 
tendencia responde, de acuerdo con Morris Tidball-Binz30, al incremento real o 
percibido del índice de delincuencia y a la demanda de mano dura por parte de la 
opinión pública. 
 
Sin embargo a la tendencia de endurecimiento de las penas privativas de la 
libertad, hay quienes están en contra de esta tendencia y votan porque sea 
remplazada, pues piensan que esta pena es ineficaz en la medida en que no se ve 
en la realidad la regeneración de la conducta y de la personalidad del delincuente, 
que es su principal función. Algunos estudiosos de la materia sostienen que “en la 
medida en que la cárcel sea la pena por excelencia y su situación sea la que 
actualmente la caracteriza, no se presentará un cambio de importancia en la 
conducta de los delincuentes, ni se aumentará la protección de la sociedad, ni se 
reducirán los índices de delincuencia, ni se retribuirá en debida forma a las 
víctimas”31. 
 
El maestro Alfonso Reyes Echandía sostenía que “el sistema punitivo tradicional 
montado sobre el mono finalismo de la pena y orientado esencialmente hacia la 
cárcel, está en crisis; en la mayor parte de los países los establecimientos 
penitenciarios se reducen a sórdidos lugares de encerramiento, donde se hacina 
la población reclusa en condiciones miserables; en algunos países de mayor 
desarrollo económico se han introducido avances en la arquitectura penitenciaria, 
                                                          
30
 CARRANZA, Elías et al. Justicia penal y sobrepoblación penitenciaria. México: Siglo Veintiuno 
Editores, 2001. p. 53  
31
 CARRANZA, Op. cit., p. 245 y 246  
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en el  trabajo dirigido y en la educación, pero medido en términos de rehabilitación, 
es decir, de no reincidencia, los resultados del sistema son decididamente 
negativos. A estas consideraciones podría  agregarse, con particular validez para 
los países de América Latina, el alto índice de desocupación entre la población 
reclusa, el volumen considerable de la criminalidad penitenciaria, el rompimiento 
más o menos pronunciado del ligamen entre la sociedad libre de donde se extrajo 
al delincuente y la cerrada sociedad carcelaria, y el porcentaje ostensiblemente 
alto de reclusos apenas sindicados respecto de aquellos contra quienes existe 
sentencia de  condena”32. 
 
La inversión en tiempo, personal y dinero es excesivamente alta y los efectos 
reales sobre los perjuicios materiales y morales sufridos por la víctima no son ni 
siquiera suficientes, con lo cual se evidencia que es necesario contemplar otras 
alternativas penales que aunque en inversión impliquen el mismo costo sean más 
eficientes y más humanas. Hoy no basta con aumentar el número de 
establecimientos de reclusión, con reducir la población reclusa aprobando rebajas 
de penas o con invertir extraordinarias sumas de dinero en arreglar las prisiones 
existentes.    
 
La necesidad de aplicar medidas alternativas frente al exceso que se ha 
presentado en la utilización de la pena privativa de la libertad se ha visto 
manifestada de diferentes maneras. Un ejemplo de esta situación se presento en  
Inglaterra hacia el año de 1972, año a partir del cual se incluyó en la legislación de 
este país la sanción denominada “community Service” como una alternativa a las 
penas de prisión cortas33. 
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 REYES ECHANDIA, Alfonso. La Punibilidad en la dogmática penal y en la política penal. En: 
Revista del Instituto de Ciencias Penales y Criminológicas. Derecho Penal y Criminología. 
Universidad Externado de Colombia. 6 V Nº 19. Ediciones Librería del Profesional, 1983. p. 93 
33
 CESANO, José Daniel.  De la crítica a la cárcel a la crítica de las alternativas. En: Revista 
electrónica de ciencia penal y criminología. RECPC 03-05 2001.  
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Otra muestra es la expedición de  las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
sobre las Medidas No Privativas de la Libertad o Reglas de Tokio, en 1990.  
 
Los numerales 1.5 y 2.3 de estas Reglas disponen:   
 
Objetivos fundamentales. 1.5. “Los Estados Miembros introducirán medidas no 
privativas de la libertad en sus respectivos ordenamientos jurídicos para 
proporcionar otras opciones, y de esa manera reducir la aplicación de las penas 
de prisión, y racionalizar las políticas de justicia penal, teniendo en cuenta el 
respeto de los derechos humanos, las exigencias de la justicia social y las 
necesidades de rehabilitación del delincuente”.  
 
Alcance de las medidas no privativas de la libertad 2.3. “A fin de asegurar una 
mayor flexibilidad, compatible con el tipo y la gravedad del delito, la personalidad y 
los antecedentes del delincuente y la protección de la sociedad, y evitar la 
aplicación innecesaria de la pena de prisión, el sistema de justicia penal 
establecerá una amplia serie de medidas no privativas de la libertad, desde la fase 
anterior al juicio hasta la fase posterior a la sentencia. El número y el tipo de las 
medidas no privativas de la libertad disponibles deben estar determinados de 
manera tal que sea posible fijar de manera coherente las penas.  
 
En Colombia se expido la ley 415 de 1997, Ley que contemplo  los mecanismos 
judiciales y administrativos de la Libertad condicional, trabajo comunitario, permiso 
de salida y permiso familiar, sin embargo más que una Ley de alternatividad penal 
esta norma reducía el tiempo que los reclusos debían pasar en la cárcel. 
 
Es cierto que aplicar penas alternativas a la privación de la libertad no es un tema 
de fácil aplicación pues se debe luchar con paradigmas arraigados en el 
imaginario social, sin embargo y teniendo en cuenta la crisis actual del sistema 
carcelario es pertinente analizar su viabilidad, al respecto el maestro Alfonso 
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Reyes Echandía manifestó “El sistema penitenciario se establece como 
instrumento auxiliar de la justicia para hacer efectivas las sentencias de los jueces 
penales y por tanto deben cumplir una función protectora y preventiva frente a la 
sociedad y de resocialización de quien infringió las normas penales. Sin embargo, 
por los problemas de hacinamiento, de promiscuidad y de falta de educación y 
trabajo, para todos los detenidos, el objeto de la rehabilitación no se cumple 
siempre y la reincidencia no se evita. De esta manera no solo no se colabora con 
la justicia, sino que por el contrario se le recarga con la investigación de nuevos 
hechos delictivos. Frente a tal situación aparece más evidente la necesidad de 
corregir las fallas anotadas a la justicia de modificar la ley procedimental y de 
sustituir las penas privativas a la libertad de corta duración como medio para 
solucionar por lo menos en parte los problemas carcelarios”34.  
 
En igual sentido Eugenio Raúl Zaffaroni expresa “(...) para que tenga algún sentido 
la introducción de las alternativas a las penas privativas de libertad en América 
Latina, ello no puede ser producto sólo de una medida de propaganda como a las 
que tienen acostumbrados las agencias políticas. No se trata de que el político en 
turno, que no hizo nada en el ámbito de la justicia antes de irse, o que para 
garantizar su clientelismo tiene que elevar su popularidad, mande de urgencia un 
proyecto de penas alternativas al Congreso, para que éste salga en tres días.   
 
Para que las penas alternativas tengan realmente alguna eficacia -me mantengo 
en el planteo socrático- reductora del número de encarcelados en América Latina, 
es necesario que éstas se establezcan dentro del marco de una decisión político-
criminal previa: la de no aumentar el número de presos. Se debe dejar de 
incrementar el número de presos, porque si se tienen cárceles sobrepobladas y se 
construyen nuevas cárceles, éstas serán más cárceles sobrepobladas”35. 
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 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Punibilidad. Bogotá: Editorial Temis, 1978. p. 339 
35
 ZAFFARONI, Eugenio Raúl. ¿Qué hacer con la pena? Alternativas a la prisión. Encuentro 
Internacional. 
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14.1 PENAS ALTERNATIVAS 
 
14.1.1 La multa. Consiste en la obligación que se le impone al condenado de 
pagar una suma determinada de dinero por el delito que cometió. El valor de esta 
suma se fija teniendo en cuenta la gravedad de la infracción, el daño causado, la 
situación económica del delincuente, en fin todas aquellas circunstancias que 
indiquen la posibilidad de pagar dicha suma. 
 
Con la aplicación de esta pena se tiene la ventaja que genera menor daño social 
al delincuente; se consigue la retribución del daño causado, y por último, es viable 
la rehabilitación del delincuentes 
 
14.1.2 Sanciones verbales. Las Reglas de Tokio36 señalan que las sanciones 
verbales son: la amonestación, la represión y la advertencia. Estas sanciones 
constituyen una recomendación por parte del juez al criminal, teniendo en cuenta 
la trivialidad del delito cometido, para que éste pueda comprender que cometió un 
error y por tanto logre su rehabilitación.  
 
14.1.3 La condena de ejecución condicional. En este caso, hay condena pero 
como se cumplen determinados requisitos el juez suspende su ejecución y da un 
período de prueba durante el cual el condenado debe asumir una serie de 
obligaciones de tal manera que, si durante todo el período y hasta su fin éstas se 
han cumplido, la pena se extingue.  
 
14.1.4 Libertad condicional. Esta alternativa contempla la posibilidad de que el 
juez permita al delincuente que ha cumplido determinado tiempo de su condena y 
que reúne una serie de requisitos adicionales, salir de su estado de reclusión. Al 
igual que en el caso anterior, se establecen unas obligaciones para el delincuente 
que debe cumplir dentro del período de prueba. Si al cabo de este período el 
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 REPÚBLICA DE COLOMBIA. Código penal de 2000. Artículo 40.  
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condenado no ha cometido nuevos delitos y ha acatado en estricto sentido todas 
sus obligaciones, la libertad concedida de manera condicional tendrá carácter 
definitivo.   
 
14.1.5 Orden de restitución y compensación. La restitución y la compensación 
son dos formas de retribuir a la víctima los perjuicios causados de tal forma que el 
delincuente consiga su rehabilitación sin necesidad de ser privado de la libertad.   
 
La restitución consiste en la obligación que se impone al delincuente de devolver a 
la víctima los objetos que eran de su propiedad y que obtuvo de manera ilegal; 
ahora bien, si el delincuente ya no tiene los objetos robados, deberá pagar a la 
víctima su valor correspondiente en dinero. Así las cosas, el delincuente adquiere 
la responsabilidad de cumplir con su obligación y de no cometer más ilícitos, lo 
cual impedirá que sea recluido en una prisión.   
 
14.1.6 Régimen de prueba y vigilancia judicial. Constituye una medida 
alternativa que tiene como fundamento la permanencia del delincuente en la 
comunidad a la que pertenece, de tal forma que pueda corregir su comportamiento 
y mantener en debida forma sus vínculos con la sociedad, bajo la supervisión de 
funcionarios del Estado o de personas que de manera voluntaria se ofrecen para 
cumplir esta función.   
 
Este régimen involucra ciertos requisitos y ciertas restricciones para su aplicación.  
 
Por otra parte, establece en cabeza del delincuente una serie de obligaciones que 
apoyan el proceso de rehabilitación. Sumado a lo anterior, permite que se dé un 
tratamiento adecuado puesto que el comportamiento del delincuente y sus 
resultados son analizados periódicamente por parte de los supervisores, de tal 
forma que las medidas adoptadas para su resocialización resultan ser las más 
atinadas.   
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14.1.7 Penas privativas de otros derechos. Recaen sobre derechos diferentes al 
de libertad y son:   
 
 La inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas.  
 
 La pérdida del empleo o cargo público.  
 
 La inhabilitación para el ejercicio de profesión, arte, oficio, industria o 
comercio.  
 
 La inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad, tutela y curaduría. 
 
 La privación del derecho a conducir vehículos automotores y motocicletas.  
 
 La privación del derecho a la tenencia y porte de arma. 
  
 La privación del derecho a residir  en determinados lugares o de acudir a ellos.  
 
 La prohibición de consumir bebidas alcohólicas o sustancias estupefacientes o 
psicotrópicas. 
 
 La expulsión del territorio nacional para los extranjeros. 
 
14.1.8 Trabajos comunitarios. Esta pena consiste en el trabajo que el condenado 
realiza por un determinado tiempo, en obras que benefician a la comunidad a la 
que pertenece. De esta forma, no solo se consigue la rehabilitación del 
delincuente en su propio entorno social, sino que además se imprime en él un 
sentimiento de responsabilidad frente a la labor que está realizando.  
 
Adicionalmente, con la aplicación de esta sanción se genera para la víctima y para 
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la sociedad en general la reparación del daño causado y un sentimiento de 
reconciliación.  
 
14.1.9 Cárcel abierta. Su importancia proviene del XII Congreso Penal y 
Penitenciario de la Haya 1950 y del I Congreso de las Naciones Unidas  por la 
Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente en Ginebra 1955.  
 
El I Congreso de Ginebra dice al respecto: “El establecimiento abierto se  
caracteriza por la ausencia de precauciones materiales y físicas contra la evasión 
(como muros, cerraduras, rejas, guardia armada, u otras guardias especiales de 
seguridad), así como por un  régimen fundado en una disciplina aceptada y en el 
sentimiento de responsabilidad del recluso respecto a la comunidad en que vive.  
 
Este régimen alienta al recluso a hacer uso de las libertades que se le ofrecen sin 
abusar de ellas. Estas son las características que distinguen al establecimiento 
abierto de otros tipos de establecimientos penitenciarios, algunos de los cuales se 
inspiran en los mismos principios, pero sin aplicarlos totalmente”37.  
 
Entonces, la prisión abierta está basada en la confianza absoluta en el condenado 
y en su voluntad de permanecer en este lugar.  
 
La selección entre los reclusos para determinar cuáles son aptos para un 
tratamiento en un régimen abierto debe tener en cuenta la peligrosidad del 
individuo, la capacidad de este de adaptarse al lugar y cuáles van a ser los 
resultados. También se debe tener en cuenta si puede entrar a esta prisión desde 
el principio de la condena o si debe pasar primero un tiempo de esta en un 
régimen progresivo.   
 
El autor chileno Arturo Steffen Cáceres en su libro “Prisión Abierta”, señala las 
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 STEFFEN CÁCERES, Arturo. Prisión abierta. Chile: Editorial Jurídica, 1972. p. 34 
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ventajas y las desventajas de aplicar este tipo de pena en los establecimientos 
penitenciarios:  
 
Ventajas: 
  
1. Favorece la salud física y mental y da mayor garantía de readaptación social. 
 
2. Mejora la disciplina.  
 
3. Facilita las relaciones convenientes con la familia.  
 
4. Es menos onerosa.  
 
5. EL trabajo que se efectúa en estos institutos puede integrarse en la economía 
nacional, provincial o regional. 
 
6.  Solución del problema sexual.  
 
Desventajas:  
 
1. las evasiones.  
 
2. Mal uso de las relaciones con el mundo exterior.  
 
3. Disminuye la función intimidatoria de la pena. 
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15. CONCLUSIONES 
 
Después de haber analizado la función de la pena privativa no solo en el contexto 
actual si no también en diferentes épocas se llegó a las siguientes conclusiones:  
 
 Los Estados han cambiado la concepción del fin de la pena privativa de la 
libertad, pues al principio se concebía como una forma de apartar al criminal de la 
sociedad, pero sin ningún efecto para el condenado, ahora los Estados han 
comprenden la pena privativa de la libertad como el medio de resocialización y de 
prevención de nuevas conductas delictivas, que permita que el delincuente 
enderece su comportamiento social. 
 
 La pena privativa de la libertad ha sido por excelencia el instrumento más 
usado contemporáneamente por la mayoría de los Estados en contra de la 
criminalidad. 
 
 En el caso colombiano las penas privativas de la libertad han aumentado 
drásticamente el tiempo que los condenados deben permanecer recluidos dentro 
de un centro penitenciario. 
 
 Se evidencia que ha habido un interés Estatal en mejorar las condiciones de 
los reclusos al tratar de mejorar las condiciones locativas de los establecimientos 
carcelarios, permitiendo reducir el hacinamiento, sin embargo dicho esfuerzo no es 
suficiente, pues no solo es necesario reducir el hacinamiento el Estado debe ser 
más audaz en la creación de políticas que permitan una verdadera resocialización 
de los reclusos. 
 
 Se puede afirmar que en general la pena de privar de la libertad a los 
delincuentes no ha cumplido con el fin de resocializarlos, por el contrario esta ha 
fracasado y ha permitido que quienes ingresan a una cárcel sean más propensos 
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a cometer nuevas conductas criminales. 
 
 Se sabe que no se puede llegar al extremismo de abolir la pena privativa de la 
libertad del sistema penal, pues existen conductas que por su gravedad deben ser 
contrarrestadas con la cárcel, sin embargo se sabe que de acuerdo con la 
sustitución de la limitación de la libertad con penal alternativas que permitan 
resocializar al delincuente en el seno de su hogar y de la sociedad lo cual facilitara 
que el condenado no sea objeto de rechazo social. 
 
 Para la aplicación de las penas alternativas se debe analizar cada caso en 
particular, pues se hace necesario que los jueces comprendan la situación de 
cada implicado para que en el momento de emitir la sentencia puedan aplicar las 
penas alternativas, sin violar el principio de igualdad. 
 
 Se debe rodear a los jueces y brindarles apoyo frente a los reproches de los 
medios de comunicación y la ciudadanía que por ignorancia solo conciben que el 
derecho penal esta creado para enviar a todos los condenados a las cárceles. 
 
 En relación a la labor de los jueces se hace necesario que estos sean 
preparados con los más altos niveles de compromiso y ética para contrarrestar la 
corrupción que las penas alternativas puedan generar, aparte de esto también se 
hace necesario que el Estado emita herramientas normativas que permitan emitir 
condenas con penas alternativas. 
 
 Por último, en relación a las personas que inevitablemente deban ir a una 
cárcel el estado tiene que crear políticas efectivas para que se logre los fines 
enunciados para la pena logrando que el recluso asimile la prevención especial 
como un deber de ciudadano y se comprometa a no reincidir en la comisión de 
conductas delictivas, y por otro lado permita la reinserción de las personas que ya 
cumplieron su pena a la sociedad previniendo el rechazo social. 
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